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INICIATIVA QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 303 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL Y 167 DEL 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, A CARGO DE LA DIPUTADA SALMA 

LUÉVANO LUNA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA. 

La suscrita, diputada Salma Luévano Luna, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXV Legislatura 

de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción 

II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en la fracción I del numeral I del artículo 

6 y los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración del honorable 

Congreso, iniciativa con proyecto que reforma el artículo 303 del Código Penal Federal y el artículo 167 

del Código Nacional de Procedimientos Penales , en materia de crímenes de odio, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Para iniciar esta exposición de motivos de la presente iniciativa, es importante señalar que se busca incidir en el 

Código Penal Federal, así como en el Código Nacional de Procedimientos Penales, toda vez que se plantea la 

necesidad de colocar en ambos códigos el crimen de odio en relación con la comunidad lésvico, gay, bisexual, 

travesti, transgénero, transexual, intersexual, queer más (LGBTTTIQ+), es por eso que nos basamos en hechos 

reales, en estadísticas públicas, en investigaciones sólidas y consistentes. 

En declaraciones y lineamentos internacionales se han señalado como crímenes de odio aquellos comportamientos 

y expresiones con formas violentas de relación ante las diferencias sociales y culturales. Los crímenes de odio se 

sostienen, ante todo, en una densa trama cultural de discriminación, rechazo y desprecio . Es decir, son 

comportamientos culturalmente fundados y, sistemática y socialmente extendidos, de desprecio contra una persona 

o grupo de personas sobre la base de un prejuicio negativo o un estigma relacionado con una desventaja 

inmerecida, y que tiene por efecto dañar sus derechos y libertades fundamentales, ya sea de manera intencional o 

no. La ODIHR (Office for Democratic Institutions and Human Rights, 2001) ha señalado que la violencia que 

experimentan ciertos grupos y colectivos está fundada precisamente en la idea de considerarlos “diferentes”. Sería 

entonces el encuentro o la confrontación entre distintas identidades, que simbolizan la diferencia con la violencia. 

No obstante, no podemos dejar de lado el poder como eje central en el mapa social de esta relación. La diferencia 

es frecuentemente asociada no sólo con distintas expresiones, sino que se le vive como una amenaza al status quo 

de una sociedad. Una estructura que define lo aceptable, lo valioso, lo legítimo de una sociedad y que orienta el 

comportamiento adecuado, al mismo tiempo que posibilita el señalamiento, sanción y eliminación de quienes no lo 

cumplen. Así, desde las amenazas verbales hasta el asesinato, pasando por los golpes y la violencia sexual pueden 

convertirse en actos morales de limpieza social o por lo menos “normales”, que justifica y legitima al victimario, al 

mismo tiempo que edifica una moral y forma de vida única. No es extraña también la normalización de la 

subordinación y marginación de la diferencia que podemos observar en la construcción de las relaciones sociales 

para definir los límites y fronteras posibles de la vivencia social. La identificación y persecución de la disidencia 

sexual se dan a partir de sus rasgos corporales, las formas de comportamiento, modos de vestir y su sistema mismo 

de relacionamiento. El romper los límites de las expresiones de género y la sexualidad heteronormativas, 

dimensiones fundamentales para el mantenimiento de la sociedad patriarcal, resulta por demás amenazante. 

Incluso, el rechazo a la disidencia sexual ha sido identificado como elemento constituyente de la masculinidad 

tradicional. 

Así, los crímenes de odio, además del daño que ocasionan a sus víctimas, familiares y amistades, se constituyen en 

actos ejemplares que buscan también enviar una amenaza a quienes pertenecen a esa comunidad. En ese sentido, 

los crímenes de odio a través de la historia se han caracterizado por ser actos cruentos en los que se infringen 

daño y lesiones y está presente la saña . 
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En México, la Comisión Ciudadana contra Crímenes de Odio por Homofobia que ha documentado casos desde 

1998 ha propuesto su identificación a partir de tres indicadores: 

• En primer lugar, la forma del asesinato, la cual sigue un mismo patrón: cadáver desnudo, con manos y pies 

atados, golpeado, huellas de tortura, apuñalado o estrangulado”. 

• En segundo lugar, la redacción de la nota: “el periodista nos suele informar de si la persona era homosexual. 

En el caso de hombres, alude al hecho de que la víctima vivía solo, con frecuencia visitado únicamente por 

hombres, o que se trata de un individuo “de costumbres raras”. 

• Y finalmente, por las declaraciones de los policías en el momento de encontrar el cuerpo, quienes describen 

dichos homicidios como consecuencias de “pasiones entre homosexuales” y replican los prejuicios y 

estereotipos socialmente adoptados. 

La vigencia y logros de los movimientos sociales de disidentes sexuales han alcanzado a llamar la atención de 

distintas instituciones y, desde los órganos internacionales, se han logrado impulsar importantes reformas legales 

derivadas de acuerdos intergubernamentales, a pesar de la reticencia y reacciones de las fuerzas. 

Situación en México 

Nuestro país cuenta con un marco legal robusto que garantiza la protección de los derechos de las personas sin 

discriminación en el primer artículo de su Constitución. Desde las reformas a ese artículo en 2011, explícitamente 

prohíbe la discriminación por preferencia sexual. 

En los órganos de justicia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación publicó en 2014 el Protocolo de actuación 

para quienes imparten justicia que involucren la orientación sexual o la identidad de género. En 2015, se publicó el 

protocolo de actuación para el personal de la Procuraduría General de la República en casos que involucren la 

orientación sexual o la identidad de género. 

A la fecha, distintas secretarías de Estado, oficinas de gobierno e instancias del Poder Judicial se encuentran 

elaborando sus propios protocolos, incluso se han publicado ya varios de actuación policial federal y estatal. Desde 

2009 se aprobó el matrimonio igualitario para la Ciudad de México y hoy 19 estados de la República lo han 

aprobado. Igualmente, desde 2015 se aprobó la Ley de Identidad de Género en la Ciudad de México y ocho estados 

más la han aprobado también. 

El gobierno de México, a través de sus Misiones en Ginebra, en Nueva York, y en Washington, ha sido un actor 

político destacado en las discusiones de los espacios intergubernamentales en relación con la orientación sexual y 

la identidad de género. Se incorporó al Core Group de las Naciones Unidas y también al Core Group de la OEA, en 

respuesta a la petición presentada ante el presidente el 17 de mayo de 2016. Actualmente, se ha involucrado a 

organizaciones lésvico, gay, bisexual y transgénero (LGBT) para los trabajos alrededor de los objetivos y metas de 

desarrollo sostenible (ODS) y la Agenda 2030. No obstante, como se ha señalado, la violencia y expresiones de 

homofobia y transfobia están presentes en la vida cotidiana en todo el país. Si bien, las personas LGBT han tenido 

una visibilidad creciente, reforzadas por la existencia de organizaciones defensoras de sus derechos a lo largo del 

país, persisten claras diferencias entre los estados, resultado del amplio y diverso panorama político y sociocultural, 

como de la injerencia de grupos conservadores. Esta situación ha llevado a un intenso trabajo de denuncia ante los 

Relatores Especiales de Naciones Unidas, así como a una activa participación en los espacios 

intergubernamentales, como de incidencia ante las distintas autoridades de gobierno del país. 
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Es así como durante la sesión 31 del Examen Periódico Universal, se logró que cinco países hicieran 

recomendaciones a México en torno a la situación de las personas LGBT. El gobierno de México aceptó las siete 

recomendaciones. y proporcionará respuesta a las mismas durante el período de sesiones del Consejo de Derechos 

Humanos. 

De estas recomendaciones, las 4, 5 y 6 están estrechamente ligadas con el objeto del Observatorio: 

1. Emprender una campaña de sensibilización para los servidores públicos en cada uno de los Estados de la 

República para promover una cultura de respeto de los derechos humanos de las personas LGBT en México, que 

se puede evaluar en dos años. 

2. Armonizar la legislación con base en la de la Ciudad de México, para garantizar la aprobación de la reforma al 

artículo 4o. constitucional en lo relativo al derecho a la familia mediante la eliminación de adjetivos como 

“varón y mujer” para ser reconocido como el matrimonio integrado por cualquier persona independientemente 

de su sexo y género. 

3. Modificar el artículo 4o. de la Constitución Política para reconocer la decisión de cambio de identidad jurídica 

en cualquier momento de su vida de una persona en territorio mexicano. 

4. Dar respuesta a las recomendaciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Convención sobre 

la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés) que 

buscan mejorar los registros e incluir la desagregación de datos por orientación sexual e identidad de género que 

permita conocer la violencia y condiciones de vulnerabilidad que enfrentan las personas LGBT en el país y 

darles la atención oportuna y adecuada. 

5. Diseñar, asignar un presupuesto e implementar un registro formal de crímenes de odio contra personas 

LGBT en México en los próximos cinco años. 

6. Garantizar que la Procuraduría General de la República lleve a cabo la investigación y sanción 

correspondiente a los crímenes de odio contra personas LGBT que se llevan a cabo en cada uno de los estados de 

la República. 

7. Incluir a la población LGBT en el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2024, para desarrollar acciones 

gubernamentales en los diferentes ministerios para garantizar la plena protección de los derechos. Las elecciones 

de nuevos gobernantes en 2018 no han favorecido nuestro trabajo, ni la condición de las personas LGBT. 

Por una parte, se eliminaron todos los recursos que el gobierno federal proveía a las organizaciones sociales para el 

desarrollo de sus actividades, y por otro, desde la presidencia pareciera una clara intención de eludir no solo las 

acciones en favor de los derechos LGBT, sino incluso su mención misma. Hasta hoy, únicamente 12 estados son 

los que tienen tipificadas las agresiones u homicidios contra la población de la diversidad sexual. Las entidades que 

incluyen tipos penales que agravan las penas de estos delitos son la Ciudad de México, Baja California Sur, 

Colima, Coahuila, Guerrero, Michoacán, Nayarit, Puebla, Querétaro, San Luis Potosí, Veracruz y Aguascalientes. 

Las encuestas del Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación (Conapred) ubican a las personas 

LGBT en los primeros lugares de entre las poblaciones con los mayores índices de discriminación en nuestro 

país y revelan que viven inmersas en un contexto de discriminación y de intolerancia: 6 de cada 10 personas LGBT 

fueron discriminadas en el último año de la encuesta, y el 53 por ciento sufrió acoso, expresiones de odio y 

violencia física en diversos ámbitos (ENDOSIG, 2018). Los crímenes o delitos de odio por orientación sexual e 

identidad de género constituyen y representan la expresión de intolerancia y rechazo a las diversidades. 
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Son un tema central y de especial relevancia sobre todo por la importancia, la gravedad y la impunidad con la que 

se están cometiendo estos actos de odio contra las personas LGBT. En consecuencia, la ausencia de cifras fiables 

sobre criminalidad por el odio genera una falta de visibilidad y conciencia del alcance y gravedad del problema. El 

interés del presente informe busca precisamente instar al gobierno mexicano y a las autoridades correspondientes 

responsables de sistema de justicia y de la protección de los derechos humanos a desarrollar las acciones 

conducentes a la creación de políticas públicas y las acciones de gobierno que contribuyan de manera definitiva en 

el cambio cultural que el país necesita para la construcción de un tejido social armónico y la protección de todos 

los derechos, para todas las personas. 

Observatorio México es un país diverso que actualmente enfrenta procesos de violencia generalizada debido 

principalmente a la exacerbación de las desigualdades, la corrupción y la impunidad imperante. Dentro de este 

contexto las personas LGBT (así como otros grupos) se encuentran en situación de mayor vulnerabilidad por la 

discriminación que enfrentan y que atenta contra sus DDHH (a pesar de que el 1er artículo constitucional prohíbe 

cualquier forma de discriminación). 

Así, la expresión más brutal de violencia son los crímenes de odio . El asesinato de personas LGBT por su 

orientación sexual, expresión e identidad de género (OSIEG) refleja odio y un atentado a la libertad de ser; odio 

que posiblemente esté arraigado en ideas fundamentalistas y/o hegemónicas de la sexualidad. La violencia que 

enfrentan las personas LGBT en México no ha sido contemplada en los registros oficiales, favoreciendo la 

impunidad . 

En 2018, varias organizaciones LGBT de México realizamos las gestiones necesarias para que el Consejo de 

Derechos Humanos de la Naciones Unidas, durante el Examen Periódico Universal recomendara al gobierno 

mexicano, un adecuado registro de los crímenes de odio que sufren las personas LGBT en nuestro país y así lo 

hizo. A pesar de los señalamientos que el gobierno ha enfrentado en distintos foros, de ocupar el segundo lugar en 

crímenes por homo-transfobia, no se ha logrado tener un registro oficial, quedando en manos de las organizaciones 

sociales la denuncia y documentación. 

Sin eximir al gobierno de su responsabilidad, consideramos que son las organizaciones locales que conocen a las 

personas LGBT y su circunstancia quienes podrían visibilizar los crímenes cometidos y aportar a disminuir la 

impunidad. 

El registro más antiguo surge a inicios de la década de los 90s, basado en un análisis hemerográfico, que enfrenta al 

menos dos problemas: 

1) no todos los casos son registrados por los medios; 

2) el registro no necesariamente es adecuado. 

No es inusual que se desacredite no solo el hecho, sino muchas veces también a la persona, guardando una grave 

condición de impunidad que favorece la repetición de los hechos y lesiona la identidad y lugar social de las 

personas LGBT. 

En consecuencia, los datos son insuficientes para conocer la magnitud del problema, por lo que en 2019 se realizó 

la creación del Observatorio Nacional de Crímenes de Odio contra personas LGBT con la participación de 

organizaciones locales en distintos Estados del país, con el fin de dar respuesta a los vacíos en los registros de estos 

crímenes. Esta iniciativa consideramos que es muy importante, dado el clima de violencia que prevalece en el país 

y donde la situación de violencia hacia las personas LGBT queda prácticamente invisibilizada. El objetivo del 

observatorio es documentar casos de crímenes de odio y actos de violencia contra personas LGBT, para contar con 
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información sistematizada y desagregada, y visibilizar la impunidad que en estos casos enfrentan las personas 

LGBT, sus familiares y amistades. Asimismo se busca incidir en la atención y seguimientos de los casos, y en el 

impulso de políticas públicas que den respuesta a dicha problemática. En otras palabras, el Observatorio cuenta con 

tres líneas de acción que buscan atacar el problema: el registro de casos para su reconocimiento formal; las 

capacitaciones a medios de comunicación para el manejo preciso y adecuado de la información; y la incidencia 

política para reducir la cantidad de casos y la impunidad. Dicho Observatorio se ha iniciado con organizaciones, 

colectivos y redes LGBT de distintos estados de la República, por ahora 10 entre ellos y confiamos en breve 

ampliar la asociación para contar con un informe nacional. Los estados en los que ya está en funcionamiento el 

observatorio son: Baja California, Chihuahua, Ciudad de México, Coahuila, Guerrero, Jalisco, Michoacán, Nuevo 

León, Puebla y Veracruz. Las organizaciones que lo conforman son: Lavanda CLIT, Colectivo Diversa, AC, 

Sistema Nacional de Promoción y Capacitación en Salud Sexual-Sisex, AC, Fátima I.B.P., Centro de Apoyo a las 

Identidades Trans-CAIT, AC, Hazte Visible, Comunidad San Aelredo, AC, Colectivo LGBTI+ Orgullo Guerrero, 

Cohesión de Diversidades para la Sustentabilidad-Codise, Colectivo Vallarta LGBT, Michoacán es Diversidad, 

Convihve, AC, Género Ética y Salud Sexual-GESS, ExploraT, No Dejarse es Incluirse-Vida Plena Puebla, Soy 

Humano, AC, Colectivo Ambient Tales de Diversidad Sexual y la Fundación Arcoíris por el Respeto a la 

Diversidad Sexual. 

Registro de casos 

En la plataforma del observatorio al 17 de mayo de 2020 se tienen registrados 209 casos (tan solo en los 10 estados 

participantes): 25 en lo que va del año, 75 durante 2019, 36 en 2018, 25 en 2017, 12 en 2016, 23 en 2015 y 13 en 

2014. Es evidente y alarmante el incremento, como la gráfica siguiente pretende ilustrarlo. 

 

De esos 209 casos, 6 se cometieron en Baja California, 37 en Chihuahua, 14 en Coahuila, 13 en Ciudad de México, 

22 en Guerrero, 10 en Jalisco, 28 en Michoacán, 12 en Nuevo León, 18 en Puebla y 49 en Veracruz. Si bien cada 

caso es motivo de nuestra preocupación, las crecientes cifras en Veracruz, Chihuahua y Michoacán han resultado 

motivo de especial atención. 
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Con el fin de tener información desagregada y sistematizada que pueda servir para futuros análisis de la academia, 

de asociaciones aliadas o para la elaboración de políticas públicas, se diseñó un exhaustivo cuestionario para 

recabar la mayor cantidad de información posible de cada víctima y de cada caso. Dicho cuestionario está dividido 

en cuatro secciones: Datos personales de la víctima; Datos demográficos de la víctima; Características del crimen; 

y Seguimiento al caso (en el cual se evalúa la impunidad y la cobertura de los medios). 

En muchas ocasiones, se desconoce desde el nombre legal de las víctimas, algunas son identificadas únicamente 

con su nombre social, es decir, el nombre que habían elegido para sí o bien el nombre con el que se les conocía. Al 

menos 45 de las víctimas identificadas por el observatorio permanecen en anonimato. No nos queda más que 

esperar que hayan podido ser identificadas para que familiares y amigxs, puedan llorar su muerte. Aunque en 

ciertos casos, por migración o rechazo social, incluso eso se les niega y se dispone de su cuerpo sin ser 

reconocidxs; consideremos, por ejemplo, los asesinatos de trabajadoras sexuales trans que por la discriminación 

tuvieron que migrar rompiendo con todos sus círculos sociales. 

En cuanto a la edad, no hay momento de nuestra vida que estemos exentxs de peligro: la víctima más joven tenía 

entre 5 y 9 años y la mayor 69. El 30.14 por ciento tenía entre 20 y 30 años y 23.44 por ciento tenía entre 30 y 40 

años. En porcentaje acumulativo, casi el 58 por ciento era menor de 40 años; muy lejos de la esperanza de vida 

promedio de lxs mexicanxs. Se desconoce la edad del 16 por ciento de las víctimas. 

157 de las personas asesinadas fueron asociadas con el sexo masculino mientras que 43 con el femenino. Sin 

embargo, respetando la identidad de género, identificamos que 93 eran mujeres trans, 85 hombres, 11 mujeres, 2 

hombres trans y 2 personas trans; de 16 personas no se tiene información al respecto. Estos datos coinciden con los 

ya denunciados por otras investigaciones: efectivamente, son las mujeres trans las principales víctimas de los 

crímenes de odio. De ahí la importancia de considerar la transfobia y la perspectiva de género en el análisis y 

tratamiento de estos casos; y de ahí la importancia de señalarles como transfeminicidios. Así mismo, hay que 

considerar que es posible que otras mujeres lesbianas y bisexuales hayan sido asesinadas por su orientación sexual, 

pero, debido a las deficiencias en las investigaciones, no se haya tomado aún en cuenta como posible agravante; 

esperemos que, al menos, se hayan tomado como feminicidios. 
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Los datos sobre los crímenes de odio registrados por el Observatorio: 112 se identificaron como homosexuales o 

gays, 17 como lesbianas, 15 como heterosexuales y 2 como bisexuales, no se sabe la orientación sexual de 63 de 

las víctimas. La gran cantidad de homosexuales corresponde, en parte, con la gran cantidad de hombres 

registrados; por lo tanto, podemos afirmar que, después de las mujeres trans, son los hombres gays quienes son 

asesinados con mayor frecuencia. La población bisexual sigue siendo invisibilizada. 

 

Datos demográficos de las víctimas 

El perfil demográfico de las víctimas es importante para la definición del panorama social en el que se enmarcan 

estos hechos. La nacionalidad del 81.34 por ciento de las víctimas era mexicana y solo una de ellas lo era por 

nacionalización. Se desconoce la nacionalidad del 17.22 por ciento, pero se sabe que 3 de las víctimas eran 

extranjeras. Las tres personas extranjeras eran mujeres trans, una de El Salvador y otra de Colombia, la situación 

migratoria de ambas era irregular. De la tercera no se tiene información. 
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Empero, se sabe que tanto el hombre gay nacionalizado mexicano como la mujer trans colombiana residían en 

Chihuahua y las otras dos mujeres trans extranjeras residían en Veracruz; fue en esos estados donde ocurrieron sus 

homicidios. 

De las personas cuya nacionalidad se desconoce, se tiene conocimiento de una mujer trans que residía en EUA y 

desapareció en Baja California. Consideramos importante destacar los casos de personas migrantes y en condición 

de movilidad, a pesar de que intuimos que desconocemos de muchos de ellos. Es posible que podamos explicar, en 

parte, la falta de esos datos al considerar las vulnerabilidades y dificultades que tienen las personas migrantes 

LGBT, entre las que se encuentra 

la persecución constante por autoridades para su detención; hecho que en ciertas ocasiones se traduce en no revelar 

su nacionalidad, orientación sexual e identidad de género. Así, permanecen sin haber sido identificadxs plenamente 

como en los casos de secuestro o desaparición. 

En cuanto a migración interna, se sabe que al menos 16 de las víctimas residían (y murieron) en un lugar distinto a 

su estado natal. No podemos asegurar que el motivo de su migración fue por violencia, amenazas o persecución 

dada su orientación sexual o identidad de género, pero, puesto que conocemos el panorama, tampoco podemos 

descartar la idea. Cada trayectoria es particular y sin embargo podemos notar ciertos patrones en cuanto a estados 

expulsores y estados de acogida para las personas LGBT en situación de movilidad. Aunque claro, una vez más, la 

falta de información limita las conclusiones; esperamos poder presentar un panorama más completo cuando el 

Observatorio alcance la cobertura nacional. 

De las 16 personas que migraron, tres de ellas (un 18.75 por ciento) salió de Chiapas. De Tabasco, de Veracruz y 

de Guerrero salieron dos personas (lo que representa un 12.5 por ciento por estado). Respectivamente, de 

Campeche, de Colima, de Durango, de Jalisco, de Nuevo León, de Oaxaca y de Zacatecas, salió una persona de 

cada estado. Sobre los estados receptores, Jalisco fue el que acogió a un cuarto de los migrantes nacionales de los 

que se tiene registro. Le siguen la Ciudad de México, Michoacán y Chihuahua con tres personas LGBT acogidas en 

cada estado. Baja California, Puebla y Veracruz recibieron a una cada uno. Como si fuera una réplica de la 

situación general, 9 de ellas eran mujeres trans (4 heterosexuales y 3 homosexuales), 6 hombres gays y una mujer 

lesbiana; 69 por ciento tenían entre 20 y 40 años y 19 por ciento tenían entre 45 y 50 años. 

Otro dato demográfico es la actividad principal a la que se dedicaban las víctimas; se desconoce el dato de 91 de 

ellas. A partir de los datos con los que contamos, sabemos que la mayor parte se dedicaban al trabajo sexual y la 

misma cantidad de personas se dedicaban a la estética y belleza, representando entre ambas actividades el 46.6 por 

ciento de los datos conocidos. Cabe resaltar que estas dos actividades son comunes entre la población trans (lo que 

concuerda con que el número de casos contra esta población es el mayor). Las siguientes actividades más comunes 

son: 

“empleadx público o privado” y “autoempleo o profesionista independiente”, entre los que se encuentran abogadxs, 

empleadxs del gobierno, académicxs , comerciantes, empresarixs, obrerxs, enfermerxs, etc. 10 de las personas 

asesinadas eran estudiantes y tres eran docentes. Cuatro personas se dedicaban a la danza 

como bailarinxs o coreógrafxs, otra se dedicaba a las actividades artísticas en general y una más era escritor y 

poeta, además de su empleo formal. La actividad laboral de tres de las víctimas está relacionada con bares y la de 

dos de ellas se relaciona con la religión. 
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Características del crimen 

Los crímenes de odio se caracterizan por ser particularmente violentos. Las imágenes revictimizantes que 

presentan algunos medios de comunicación lo ilustran de la peor manera posible. Las principales causas de muerte 

son impactos de bala que representan 26.7 por ciento y los ataques con arma blanca que cubren 24.3 por ciento. Le 

siguen la golpiza con 15.7 por ciento y la asfixia con 12.9 por ciento; la tortura y el atropellamiento son las formas 

menos comunes en las que son asesinadas las víctimas. Como es de suponerse, las armas más comunes son las de 

fuego y las punzocortantes (en su conjunto conforman cerca del 66 por ciento de los datos conocidos). Sin 

embargo, es de mencionar que, entre los mecanismos de tortura se encuentran la lapidación, el desollamiento y el 

uso de productos químicos. Otras armas empleadas van desde desarmadores y martillos hasta machetes y 

motosierras; las golpizas se dan tanto con los puños como con otros objetos. La situación es aún más grave pues, de 

los casos de los que se tiene información al respecto, en 54.68 por ciento había señales de violencia y agresiones 

sexuales. Conocer estos datos da cuenta de la violencia, degradación y deshumanización que enfrentan las víctimas 

previo y posterior a los homicidios. Todas las personas tenemos derecho a vivir libres de violencia, con dignidad y 

respeto a nuestros derechos humanos, de igual modo que tenemos derecho a morir de manera digna. 



 

 
Fuente: ”http://www.diputados.gob.mx/” 

 

Se desconoce si la víctima conocía o no a quien/es cometió/eron el homicidio en un 58 por ciento de los casos. Del 

42 por ciento restante, en el 5.7 por ciento de los casos el homicida era un cliente, y el 13.6 por ciento de las 

víctimas fueron asesinadas por alguien con quien se tenía relación sexo-afectiva: 9 de los victimarios eran pareja de 

la víctima, uno era expareja y en dos ocasiones se trataba de ligues. Una vez más, estos datos refutan 

las falsas creencias de que ciertas personas son culpables de su asesinato por el empleo que ejercen o las relaciones 

que establecen asociadas a su OSIG. En el 53.13 por ciento de los casos el asesino era un desconocido, mientras 

que en el 12.5 por ciento era alguien que conocía a la víctima, pero no tenía mayor relación con ella. Sorprende que 

el 4.17 por ciento fueron asesinadxs por quienes se hacían llamar sus amigxs y preocupa que en dos ocasiones más 

se trataba de familiares. También se sabe de un caso en el que la relación era de alumno-mentor. Aunque 

conocemos que en un mundo patriarcal y homofóbico muchas personas LGBT no están seguras con sus familias, 

parejas o amigxs, es incomprensible cómo relaciones de esa naturaleza se transforman en una de homicida-

asesinadx. 



 

 
Fuente: ”http://www.diputados.gob.mx/” 

 

Lugar donde se efectuó el crimen 

De los datos que se tienen, 39.75 por ciento de las personas LGBT fueron asesinadas en espacios públicos: 46 de 

esos homicidios ocurrieron en la calle, 4 en la carretera y 14 en diversos espacios públicos como lotes baldíos, 

bodegas, estacionamientos e incluso un panteón y una escuela. Por otro lado, el siguiente porcentaje más alto 

(38.52 por ciento) lo ocupa la casa de la víctima: 62 personas fueron asesinadas en su propio domicilio. Además, 

2.48 por ciento de los homicidios ocurrieron en otros domicilios, sean de familiares o conocidos de la víctima o 

bien del agresor o desconocidos. 

Finalmente, 9.94 por ciento de los homicidios tuvieron lugar en bares o antros (7 casos), hoteles (4 casos), o 

lugares de encuentros (5 casos). Estos datos muestran que no hay lugar en el que se garantice seguridad y 

signifiquen espacios libres de violencia para las personas LGBT. 



 

 
Fuente: ”http://www.diputados.gob.mx/” 

 

En conclusión, los crímenes de odio no son un homicidio más, son actos de extrema violencia y deshumanización 

que son perpetuados tanto por desconocidos como por personas cercanas a la víctima en espacios públicos y 

privados. 

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de este honorable Congreso, la iniciativa con proyecto que 

reforma el artículo 303 del Código Penal Federal y el artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

Decreto por el que se reforman diversos artículos del Código Penal Federal y del Código Nacional de 

Procedimientos Penales 

Primero. Se adiciona un párrafo en la fracción I del artículo 303 del Código Penal Federal para quedar como 

sigue: 

Artículo 303. Para la aplicación de las sanciones que correspondan al que infrinja el artículo anterior, no se tendrá 

como mortal una lesión, sino cuando se verifiquen las tres circunstancias siguientes: 

I. Que la muerte se deba a las alteraciones causadas por la lesión en el órgano u órganos interesados, alguna de 

sus consecuencias inmediatas o alguna complicación determinada por la misma lesión y que no pudo combatirse, 

ya sea por ser incurable, ya por no tenerse al alcance los recursos necesarios; 

Que la muerte sea por odio cuando la persona que lo comete es por: la condición social o económica; 

vinculación, pertenencia o relación con un grupo social definido; origen étnico o social; la nacionalidad o 

lugar de origen; el color o cualquier otra característica genética; sexo; lengua; género; religión; edad; 

opiniones; discapacidad; condiciones de salud; apariencia física; orientación sexual; identidad de género; 

expresión de género; estado civil; ocupación o actividad de la víctima. 

II. ... 

III. ... 



 

 
Fuente: ”http://www.diputados.gob.mx/” 

Segundo. Se adiciona la fracción XVIII del párrafo quinto, del artículo 167 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales para quedar como sigue: 

Artículo 167 . Causas de procedencia 

... 

... 

... 

... 

Se consideran delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa, los previstos en el Código Penal Federal, de la 

manera siguiente: 

I. a XVII. ... 

XVIII. Homicidio por odio cuando la persona que lo comete es por: la condición social o económica; 

vinculación, pertenencia o relación con un grupo social definido; origen étnico o social; la nacionalidad o 

lugar de origen; el color o cualquier otra característica genética; sexo; lengua; género; religión; edad; 

opiniones; discapacidad; condiciones de salud; apariencia física; orientación sexual; identidad de género; 

expresión de género; estado civil; ocupación o actividad de la víctima, previsto en el artículo 303 del 

Código Penal Federal. 

... 

I. a III. ... 

... 

... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Referencias 
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lgbt-panorama2020.pdf    
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 23 de septiembre de 2021. 

Diputada Salma Luévano Luna (rúbrica) 
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